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ALCANCE DIGITAL N° 217 22-10-2021 

Alcance con  Firma  digital (ctrl+clic) 

PODER LEGISLATIVO 
 

LEYES  

 

LEY 9998 
 

FOMENTO E INCENTIVOS A LOS EMPRENDIMIENTOS Y LAS MICROEMPRESAS 

 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 
 

JUNTA DE PROTECCIÓN SOCIAL  

 

CALENDARIO DE SORTEOS Y PLANES DE PREMIOS DE LOTERÍAS NOVIEMBRE 2021  
 

LA GACETA 

Gaceta con Firma  digital  (ctrl+clic)   

FE DE ERRATAS 
 

INSTITUTO NACIONAL DE VIVIENDA Y URBANISMO  

 

El Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo comunica que en La Gaceta N° 177 del 15 
de setiembre de 2021, salió publicado el Código de Ética y Conducta de este Instituto, no 
obstante, en el Capítulo IV “Principios y deberes éticos de las personas funcionarias del 
INVU”, punto N° 8 “Compromisos de la persona funcionaria”, viñeta final se indicó:  
 

•    Segunda versión, actualización aprobado la Junta Directiva del Instituto Nacional de 
Vivienda y Urbanismo (INVU), en sesión ordinaria N° XXXX, Artículo XX, del XX de XXX de 
2021. 

 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2021/10/22/ALCA217_22_10_2021.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2021/10/25/COMP_25_10_2021.pdf
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Por un error involuntario se omitió la información sobre los detalles de la segunda 
actualización realizados a este código y la aprobación por parte de la Junta Directiva, por lo 
que se hace la corrección, la cual debe leerse de la siguiente forma: 
 

•    Segunda versión, actualización aprobado la Junta Directiva del Instituto Nacional de 
Vivienda y Urbanismo (INVU), en sesión ordinaria N° 6513 artículo II, del 26 de agosto de 
2021.” 

 

Unidad Adquisiciones y Contrataciones. — M.Sc. Alonso Oviedo Arguedas, Encargado. —
1 vez. — O. C. N° 115358. — Solicitud N° 303900. — (IN2021595218). 
 
 

MUNICIPALIDADES  

 

MUNICIPALIDAD DE NANDAYURE 

 

DEPARTAMENTO DE ZONA MARÍTIMO TERRESTRE 
EDICTO  

 

El Departamento de Zona Marítimo Terrestre de la Municipalidad de Nandayure, por este 
medio consigna para la parcela número 41 de Playa Coyote a nombre de 3-101-797693, S. A., 
cédula jurídica número 3-101-797693. Se tome como área correcta la remitida por el plano 
catastrado N° G-2310731-2021 con una medida de 3,333,00 metros cuadrados y no la 
indicada primeramente en el edicto, con una medida de 3.259,55 metros cuadrados. Y se 
tenga el presente como anexo a la publicación realizada en Gaceta Nº 234 del día martes 22 
de septiembre de 2020. Se concede a los interesados un plazo máximo de treinta días hábiles 
contados a partir de ésta única publicación para oír oposiciones, las cuales deberán ser 
presentadas en la Municipalidad ante la oficina del Alcalde Municipal. El opositor debe 
identificarse debidamente. 
 

Carmona de Nandayure, Guanacaste. — Jokcuan Aju Altamirano, Encargado del 
Departamento de Zona Marítimo Terrestre. — 1 vez. — (IN2021593860). 
 

PODER LEGISLATIVO  
 

LEYES  

 

LEY N° 10028 
 
DESAFECTACIÓN DEL USO PÚBLICO Y AUTORIZACIÓN AL ESTADO PARA QUE DONE UN 
TERRENO, PROPIEDAD DEL ESTADO, AL BENEMÉRITO CUERPO DE BOMBEROS DE COSTA RICA, 
PARA CONSTRUIR EL CENTRO REGIONAL DE OPERACIONES Y LAS NUEVAS INSTALACIONES DE 
LA ESTACIÓN DE BOMBEROS DE CIUDAD QUESADA, SAN CARLOS DE ALAJUELA 
 

PROYECTOS  

 

EXPEDIENTE N° 22.579 

 

AUTORIZACIÓN DE DONACIÓN DE BIEN INMUEBLE UBICADO EN POTRERO CERRADO, 
CANTÓN DE OREAMUNO DE CARTAGO, PROPIEDAD DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS 
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A FAVOR DEL INSTITUTO DE DESARROLLO RURAL (INDER) PARA DESARROLLAR PROYECTOS 
PRODUCTIVOS  
 

EXPEDIENTE N° 21.019  
 

DESAFECTACIÓN DE USO PÚBLICO DE UN INMUEBLE Y AUTORIZACIÓN A LA JUNTA 
ADMINISTRATIVA DEL SERVICIO ELÉCTRICO MUNICIPAL DE CARTAGO (JASEC) PARA QUE 
SEGREGUE, DONE Y TRASPASE UN TERRENO DE SU PROPIEDAD A LA ASOCIACIÓN DE 
DESARROLLO INTEGRAL DE BARRIO EL CARMEN DE CARTAGO Y AL MINISTERIO DE   
EDUCACIÓN PÚBLICA, MEP  
 

TEXTO SUSTITUTIVO DEL EXPEDIENTE N. º 21.887  
 

LEY DE ACCESO EFECTIVO A LA SALUD ANTE EMERGENCIAS  
 

EXPEDIENTE N° 22.487  
 

LEY DE VIVIENDA MUNICIPAL  
 

PODER EJECUTIVO  
 

DECRETOS  

 

DECRETO Nº 43244-MEIC 
 

REFORMA DEL REGLAMENTO DE LA LEY DE FORTALECIMIENTO DE LAS PEQUEÑAS MEDIANAS 
EMPRESAS, LEY N° 8262 DEL 2 DE MAYO DE 2002, DECRETO EJECUTIVO N° 39295-MEIC DEL 
22 DE JUNIO DEL 2015, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL LA GACETA N° 227 DEL 23 DE 
NOVIEMBRE DEL 2015, ALCANCE N° 99  
 

ACUERDOS  

 

● MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO 

 

MINISTERIO DE SALUD 

 

ACUERDO N° MS-DM-FG-3965-2021 

 

NOMBRAR A LAS SIGUIENTES PERSONAS COMO MIEMBROS DEL CONSEJO NACIONAL DE 
DONACIÓN Y TRASPLANTE DE ÓRGANOS Y TEJIDOS: 
A) LICDA. CATALINA VARGAS BARRANTES. REPRESENTANTE DE LOS PACIENTES 
TRASPLANTADOS O QUE REQUIEREN TRASPLANTE. 
B) DR. ELLIOTT GARITA JIMÉNEZ. REPRESENTANTE DEL COLEGIO DE MÉDICOS Y CIRUJANOS 
DE COSTA RICA. 
 

RESOLUCIONES  

 

● MINISTERIO DE AMBIENTE Y ENERGIA  
 

DOCUMENTOS  VARIOS   

 

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA  

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
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DIRECCIÓN GENERAL DE SERVICIO CIVIL 
 

AVISO 
 

DG-AV-008-2021. 
 

LA DGSC COMUNICA LA EMISIÓN DE LAS SIGUIENTES RESOLUCIONES: DG-030-2021: 
MODIFICA LA RESOLUCIÓN DG-399-2010 DEL DÍA 9 DE DICIEMBRE DEL 2010, EN LA FORMA, 
PROCEDIENDO CON LA ACTUALIZACIÓN DE LA ESPECIALIDAD DOCENTE DENOMINADA 
IMPRESIÓN OFF-SET. DG-033-2021: MODIFICA LA RESOLUCIÓN DG-399-2010 DEL DÍA 9 DE 
DICIEMBRE DEL 2010, EN LA FORMA, PROCEDIENDO CON LA ACTUALIZACIÓN DEL GRUPO DE 
ESPECIALIDAD DOCENTE DENOMINADO AUTORREMODELADO. DG-034-2021: MODIFICA LA 
RESOLUCIÓN DG-399-2010 DEL DÍA 9 DE DICIEMBRE DEL 2010, EN LA FORMA, PROCEDIENDO 
CON LA ACTUALIZACIÓN DE LA ESPECIALIDAD DOCENTE DENOMINADA DISEÑO Y 
CONFECCIÓN DE LA MODA. DG-040-2021: MODIFICA LA RESOLUCIÓN DG-399-2010 DEL DÍA 
9 DE DICIEMBRE DEL 2010, ESPECÍFICAMENTE PARA QUE SE INCLUYA COMO ATINENCIA 
ACADÉMICA EL BACHILLERATO EN INGLÉS A DISTANCIA EN SUS DIFERENTES COMBINACIONES 
ACADÉMICAS, DENTRO DEL GRUPO DE ESPECIALIDAD DOCENTE DENOMINADO INGLÉS. DG-
045-2021: MODIFICA LA RESOLUCIÓN DG-399-2010, DEL DÍA 09 DE DICIEMBRE DEL 2010, 
PROCEDIENDO CON LA ACTUALIZACIÓN DE LA ESPECIALIDAD TURISMO GENERALISTA 
 

● HACIENDA 

● AGRICULTURA Y GANADERIA 

● OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES 

● TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

● JUSTICIA Y PAZ 

● AMBIENTE Y ENERGIA 
 

PODER JUDICIAL  
 

● EDICTOS 

● AVISOS 
 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES  

 

● RESOLUCIONES 

● AVISOS 
 

CONTRATACION ADMINISTRATIVA  

 

● MODIFICACIONES A LOS PROGRAMAS 

● LICITACIONES 

● ADJUDICACIONES 

● VARIACION DE PARAMETROS 

● FE DE ERRATAS 
 

REGLAMENTOS  

 

JUNTA DE PROTECCION SOCIAL  

 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/


 

5 

SE PUBLICAN LAS SIGUIENTES MODIFICACIONES: 
 

1-  INCORPORAR DEFINICIONES AL “REGLAMENTO PARA EL ESTABLECIMIENTO DEL CANAL DE 
DISTRIBUCIÓN DE LOTERÍAS PREIMPRESAS POR MEDIO DE  UNA PLATAFORMA 
TECNOLÓGICA.” 
2-  SE AJUSTA EL ARTÍCULO 19 DEL “REGLAMENTO PARA EL ESTABLECIMIENTO DEL CANAL DE 
DISTRIBUCIÓN DE LOTERÍAS PREIMPRESAS POR MEDIO DE UNA PLATAFORMA 
TECNOLÓGICA.” 
3-  INCORPORA DEFINICIONES AL “REGLAMENTO PARA REALIZAR COMPRAS EN EL SITIO WEB 
HTTPS://JPSENLINEA.COM/” 
4-  AJUSTAR EL ARTÍCULO 16 DEL “REGLAMENTO PARA REALIZAR COMPRAS EN EL SITIO WEB 
HTTPS://JPSENLINEA.COM/” 
 

AVISOS  

 

COLEGIO DE CONTADORES PÚBLICOS DE COSTA RICA  
 

CIRCULAR N° 22-2021  
 

MANUAL PARA EL USO DE TIMBRES DIGITALES EN UN DOCUMENTO EMITIDO POR UN 
CONTADOR PÚBLICO AUTORIZADO (CPA) 
 

MUNICIPALIDADES 

 

MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA  
 

REGLAMENTO DE BECAS MUNICIPALES 
 

MUNICIPALIDAD DE UPALA 

 

REGLAMENTO DE LAS CAJAS RECAUDADORAS DE LA MUNICIPALIDAD DE UPALA 
 

MUNICIPALIDAD DE CARTAGO  
 

REGLAMENTO PARA LA ADMINISTRACIÓN Y OPERACIÓN DE LOS SISTEMAS DE 
ESTACIONÓMETROS AUTORIZADOS DENTRO DE LA JURISDICCIÓN DE LA MUNICIPALIDAD DEL 
CANTÓN DE CARTAGO 

 

PROYECTO MUNICIPAL PARA LA GESTIÓN INTEGRAL DE LOS RESIDUOS SÓLIDOS DEL CANTÓN 
CENTRAL DE CARTAGO 
 

MUNCIPALIDAD DE OREAMUNO 

 

REGLAMENTO DE PRINCIPIOS, VALORES Y CONDUCTAS ÉTICAS A OBSERVAR POR PARTE DEL 
CONCEJO MUNICIPAL, TITULAR DE ALCALDÍA, DEMÁS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS Y 
PERSONAL DE LA MUNICIPALIDAD DE OREAMUNO  
 

MUNICIPALIDAD DE COTO BRUS  
 

REGLAMENTO DE SESIONES VIRTUALES DEL CONCEJO MUNICIPAL DE COTO BRUS Y 
COMISIONES MUNICIPALES DE COTO BRUS EN CASO DE EMERGENCIA NACIONAL O 
CANTONAL  



 

6 

 

REMATES 
 

● AVISOS 

● MUNICIPALIDADES 
 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS  

 

● BANCO NACIONAL DE COSTA RICA 

● UNIVERSIDAD DE COSTA RICA 

● INSTITUTO TECNOLOGICO DE COSTA RICA 

● PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA 

● INSTITUTO NACIONAL DE FOMENTO COOPERATIVO 

● JUNTA DE PROTECCION SOCIAL 

● AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PUBLICOS 
 

REGIMEN MUNICIPAL  
 

● MUNICIPALIDAD DE ESCAZU 

● MUNICIPALIDAD DE LOS CHILES 

● MUNICIPALIDAD DE NANDAYURE 
 

AVISOS   

 

● CONVOCATORIAS 

● AVISOS 
 

NOTIFICACIONES  
 

● HACIENDA 

● OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES 

● JUSTICIA Y PAZ 

● TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES 

● CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL 

● INSTITUTO NACIONAL DE APRENDIZAJE 

● AVISOS 

● MUNICIPALIDADES 

BOLETÍN  JUDICIAL.  N°  205 DE 25 DE OCTUBRE DE  2021 

Boletín con Firma digital  (ctrl+clic) 

 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 

SECRETARIA GENERAL. 

 

CIRCULAR N° 223-2021  
 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=06/10/2021
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=06/10/2021
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/pub-boletin/2021/10/bol_25_10_2021.pdf
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ASUNTO: MEDIOS OFICIALES DE REQUERIMIENTO JUDICIAL A LA DIRECCIÓN GENERAL DE 
MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA.  
 

CIRCULAR N° 224-2021  
 

ASUNTO: REITERACIÓN DE LA CIRCULAR N°140-2017 SOBRE LAS “REGLAS PRÁCTICAS SOBRE 
LA REFORMA PROCESAL LABORAL”.  
 

CIRCULAR N° 225-2021  
 

ASUNTO: LINEAMIENTOS REFERENTES AL TRASLADO Y PAGO DE HOSPEDAJE CUANDO LA 
PERSONA ATIENDE DISPONIBILIDAD. 
 

SALA CONSTITUCIONAL 

 

ASUNTO: ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 

 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 
HACE SABER: 

 

PRIMERA PUBLICACIÓN 

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 21-0184300007-CO que promueve Paula 
Cristina Picado Segura, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las diez horas cuarenta y cuatro minutos del once 
de octubre de dos mil veintiuno. /Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta 
por Paula Cristina Picado Segura, cédula de identidad N° 3-0411-0116, para que se declare 
inconstitucional el punto 2.2.2, párrafo d), denominado “Lineamientos de apariencia”, del 
reglamento “Disposición presentación e imagen personal”, aprobado por la Gerencia General 
de la Caja de ANDE el 13 de agosto de 2020; por estimarlo contrario a los derechos de la 
personalidad dispuestos en los artículos 24 y 28 de la Constitución Política; el principio de 
razonabilidad, el artículo 33 constitucional y los numerales 1 y 11 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; los numerales 1, 2 y 3 del Convenio 111 de la Organización 
Internacional del Trabajo; el artículo 1 de la Ley N° 2694; así como los numerales 6.1 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y los artículos 6 y 7 del Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Se confiere audiencia por quince días al procurador 
General de la República y al gerente General de la Caja de Ahorro y Préstamo de la Asociación 
Nacional de Educadores (ANDE). La norma se impugna en cuanto establece en el punto 2.2.2 
(“Género femenino”), descrito en las páginas 7 y 8 del reglamento impugnado, párrafo d), lo 
siguiente: “Tatuajes y piercings o chispitas: La trabajadora que haga uso de este tipo de 
complementos debe cubrir las zonas expuestas con tatuajes, así como no portar los piercings 
o chispitas durante la jornada laboral”. Alega, como primer reproche, que la norma 
impugnada es inconstitucional por discriminación a los derechos de la personalidad, 
dispuestos en el artículo 24 en conexión con el artículo 28, ambos de la Constitución Política. 
Explica que conglobando tanto el artículo 24 como el 28 constitucional, se debe entender que 
los seres humanos tenemos un estado natural de libertad personal, que se denomina el 
principio pro libertatis. El hecho de portar o no tatuajes y algunos otros aditamentos, entra 
en la esfera privada personal, en la que los poderes públicos y privados no pueden ingresar 
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puesto que se trataría de una intromisión a la intimidad personal. Además, en criterio de la 
accionante, según la jurisprudencia que invoca, ni siquiera con una norma de rango legal se 
puede invadir el derecho a la autoimagen personal, por lo que no corresponde hacerlo mucho 
menos con una disposición normativa reglamentaria que es de menor rango, como sucede en 
el caso concreto. El punto 2.2.2 párrafo d) visible a página 8 del reglamento impugnado, 
establece la prohibición absoluta de portar piercings y chispitas en las horas de trabajo, a la 
vez que se deben cubrir los tatuajes o lo que equivale a no ser mostrados. Este tipo de 
prohibiciones impuestas lo que constituyen es una clara violación a los actos propios que no 
dañan a nadie, como sería portar los aditamentos citados; a la vez, se está ante una 
prohibición genérica o general y no hace distinción de los tipos de puestos o cargos que la 
persona funcionaria ostenta dentro de la institución. Agrega que existe una gran dificultad en 
clarificar los derechos que integran la vida privada. Esto es así porque puede examinarse 
desde un punto de vista intimista o, por el contrario, introducir en esta todas las libertades 
fundamentales, corriéndose, por ende, el riesgo de que este derecho pierda especificidad. El 
derecho a la intimidad tiene un contenido positivo que se manifiesta de múltiples formas; por 
ejemplo: el derecho a la imagen, al domicilio y a la correspondencia. En este caso en 
particular, aduce que se está violentando su espacio personal y privado a lucir con 
aditamentos escogidos y consentidos por su persona, que no lesionan ni perjudican la moral 
o buenas costumbres, entendiendo que el uso de tatuajes, piercings y chispitas; es una 
situación que hoy en día es común y generalizada socialmente. Concluye que estas 
disposiciones impugnadas en la presente acción de inconstitucionalidad son lesivas a los 
alcances de los artículos 24 y 28 constitucionales, por lo que solicita que así sean declaradas 
por esta autoridad jurisdiccional.  De otra parte, alega como segundo reproche, que el párrafo 
d) del punto 2.2.2 del reglamento “Disposición presentación e imagen personal” es 
inconstitucional por violentar el principio de razonabilidad, desarrollado en la jurisprudencia 
constitucional. En este caso en concreto, se adolece absolutamente de “razonabilidad 
jurídica”, dado que el medio utilizado para cercenar y prohibir el uso de los aditamentos 
expuestos, se constituye en una clara injerencia que, en el caso de las normas constitucionales 
invocadas en el primer reproche, es prohibida de manera categórica y contundente. A manera 
de ejemplo, el artículo 24 de la Carta Magna garantiza el derecho a la intimidad a priori y 
como un supuesto contundente de la autonomía personal; por lo que no lo pone en 
transacción o cuestionamiento alguno. De la misma manera, el artículo 28 es categórico al 
establecer que las acciones propias que no dañen a terceros, son constitucionales y que 
incluso prevalecen sobre la misma norma legal. En el caso que nos ocupa, ni la ley puede 
prohibir o restringir derechos dispositivos del titular, por lo que, mucho menos, puede 
restringirlos una norma reglamentaria de menor rango. La normativa impugnada 
igualmente se constituye en un acto arbitrario y desproporcionado, no respeta la 
“razonabilidad sobre los efectos de los derechos personales”. Las personas que se ven 
afectadas por esta medida, tienen la posibilidad de que se haga nugatorio su derecho al 
trabajo (artículo 56 de la Constitución Política), ya que se les prohíbe laborar e inclusive son 
sancionados, como fue su caso. En consecuencia, por las situaciones alegadas en este 
reproche, solicita que se declare con lugar la acción. Como tercer reproche, señala que la 
norma impugnada es inconstitucional por discriminación y lesión a la dignidad humana, 
conforme a los artículos 33 de la Constitución Política y los artículos 1 y 2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Acusa que, en su caso, es claro y evidente que no se le 
ha respetado su dignidad humana, al punto de causarle un perjuicio emocional, físico y 
espiritual; pues le hicieron retirarse a casa y reponer el tiempo de trabajo. En reiteradas 
ocasiones, la misma Sala Constitucional ha señalado que en aquellos casos en que se acuse 
vulneración al numeral 33 de la Constitución Política, no basta con que la parte recurrente 
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afirme que se ha producido un trato distinto entre dos sujetos para tener por demostrado el 
quebranto a la norma constitucional, toda vez que quien alega la violación a este principio 
está obligado a aportar ab initio elementos suficientes que sugieran -con un grado de 
probabilidad razonable- que de modo injustificado se ha dado un trato diferenciado a 
situaciones iguales. En este asunto, la accionante apela al principio de igualdad circunscrito a 
la dignidad humana, ya que no se le debe hacer en lo particular ninguna discriminación con 
respecto a compañeros y compañeras que se encuentren sin tatuajes, piercings y chispitas. 
Asimismo, lo anteriormente destacado se complementa con lo que establece sobre el 
tema la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en sus numerales primero y 
onceavo. El primer artículo del instrumento internacional apela igualmente a la igualdad 
entendida como el impedimento de discriminar, a la vez que el artículo onceavo es 
concerniente al respeto a la honra y dignidad humana, en su criterio, muy acorde con el 
alegato que ha desarrollado en este reproche. Así las cosas, la imposibilidad de discriminar 
por lesionar la honra y dignidad humana tiene una raigambre superior a la normativa 
ordinaria y se complementa con las anteriores regulaciones normativas de la Convención 
mencionada, suscrita por nuestro país y de plena vigencia en nuestro ordenamiento jurídico. 
Como cuarto reproche, alega que la norma impugnada es inconstitucional por 
desigualdad de trato y carencia de oportunidades laborales, artículos 1, 2 y 3 del Convenio 
111 de la Organización Internacional del Trabajo y el artículo 1° de la Ley N° 2694 “Prohibición 
de toda suerte de discriminación”. Indica que, en su caso concreto, la entidad demandada le 
está tratando arbitrariamente al aplicarle un reglamento de disposición de presentación e 
imagen personal, que lesiona su derecho a la autoimagen, a la vez que se está produciendo 
una arbitrariedad con respecto a otro compañero al que no lo mandaron a quitarse la camisa 
verde de manga corta, como si fue su caso, según lo ocurrido y narrado el 1° de mayo del 
2021. También, señala que en los artículos 2 y 3 del Convenio 111 de la OIT, se impone a los 
Estados la obligación de llevar a cabo una política activa para eliminar la discriminación, así 
como abrogar toda disposición contraria a tal objetivo, lo que conlleva la obligación de los 
Estados de buscar las políticas internas necesarias para hacer cumplir la normativa 
internacional. Sobre el ámbito de aplicación se debe indicar que este convenio incluye a todas 
y todos los trabajadores, independientes, dependientes públicos o privados. Dentro de este 
marco normativo existe también una normativa pionera en la materia, la Ley denominada 
“Prohibición de toda suerte de discriminación”, N° 2694, que se promulgó en 1961, la cual en 
su artículo primero establece la prohibición de discriminar con base a consideraciones de raza, 
color, sexo, edad, religión, estado civil, opinión política, ascendencia nacional, origen social, 
filiación o situación económica; y además señala que no se debe limitar la igualdad de 
oportunidades o de trato en materia de empleo u ocupación. Destaca que esta regulación es 
acorde con lo señalado por la OIT, en cuanto a que es más amplia y se incluyen los términos 
empleo u ocupación, dando una mayor amplitud en relación a la forma del trabajo que se 
desempeñe. Por las razones expuestas, solicita igualmente que se declare la violación de lo 
consignado en el Convenio N° 111, en su perjuicio, siendo que los tratados internacionales de 
protección de los derechos humanos tienen un valor supraconstitucional si se asientan en el 
principio pro homine o la regla que favorezca más al ser humano, según la jurisprudencia de 
la Sala Constitucional. Finalmente, como quinto reproche, manifiesta que la norma 
impugnada es inconstitucional por discriminación en cuanto al acceso al trabajo en 
condiciones justas y equitativas, artículo 6.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales, artículos 6 y 7 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Considera que, 
en su caso concreto, se han violentado todas las anteriores disposiciones, al negársele, sin 
justificación objetiva alguna y únicamente por un capricho del demandado, contar con 
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condiciones justas y equitativas de trabajo, en detrimento de otro compañero al que no le 
aplicaron la sanción correspondiente de irse a cambiar la camisa verde o de manga corta y 
ponerse la camisa larga, como si sucedió con su persona el 1° de mayo del 2021. Con base en 
lo anterior, solicita que se declare la inconstitucionalidad del punto 2.2.2, párrafo d), del 
Reglamento “Disposición presentación e imagen del personal” de la Caja de Ande. Esta acción 
se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en 
sus artículos 73 a 79. La legitimación de la accionante proviene del artículo 75, párrafo 
primero, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, toda vez que indica como asunto base el 
expediente judicial N° 21-001089-0641-LA-3, proceso ordinario laboral que se encuentra en 
trámite ante el Juzgado de Trabajo de Cartago. Asimismo, aporta certificación del libelo de 
invocación de inconstitucionalidad de la norma aquí impugnada. Publíquese por tres veces 
consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. Efectos jurídicos 
de la interposición de la acción: Se recuerdan los términos de los artículos 81 y 82 de la Ley 
de la Jurisdicción Constitucional que disponen lo siguiente “Artículo 81. Si el Presidente 
considerare cumplidos los requisitos de que se ha hecho mérito, conferirá audiencia a la 
Procuraduría General de la República y a la contraparte que figure en el asunto principal, por 
un plazo de quince días, a fin de que manifiesten lo que estimen conveniente. Al mismo 
tiempo dispondrá enviar nota al tribunal u órgano que conozca del asunto, para que no dicte 
la resolución final antes de que la Sala se haya pronunciado sobre la acción, y ordenará que 
se publique un aviso en el Boletín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo saber a los 
tribunales y a los órganos que agotan la vía administrativa que esa demanda ha sido 
establecida, a efecto de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación 
de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final 
mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada por 
el Procurador General de la República, la audiencia se le dará a la persona que figure como 
parte contraria en el asunto principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se 
suspenderá ninguna etapa diferente a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de 
inconstitucionalidad se refiera a normas que deban aplicarse durante la tramitación.”.  Dentro 
de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse 
quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, 
en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber, 
además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional 
y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-
91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino 
únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. La contestación a la audiencia 
conferida en esta resolución deberá ser presentada una única vez, utilizando solo uno de los 
siguientes medios: documentación física presentada directamente en la Secretaría de la Sala; 
el sistema de fax; documentación electrónica por medio del Sistema de Gestión en Línea; o 
bien, a la dirección de correo electrónico Informes-SC@poderjudicial.go.cr, la cual es correo 
exclusivo dedicado a la recepción de informes. En cualquiera de los casos, la contestación y 
demás documentos deberán indicar de manera expresa el número de expediente al cual van 
dirigidos. La contestación que se rindan por medios electrónicos, deberá consignar la firma 
de la persona responsable que lo suscribe, ya sea digitalizando el documento físico que 
contenga su firma, o por medio de la firma digital, según las disposiciones establecidas en la 
Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, Nº 8454, a efectos de 
acreditar la autenticidad de la gestión. Se advierte que los documentos generados 
electrónicamente o digitalizados que se presenten por el Sistema de Gestión en Línea o por 
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el correo electrónico señalado, no deberán superar los 3 Megabytes. Notifíquese. /Fernando 
Castillo Víquez, Presidente/. 
San José, 11 de octubre del 2021. 
 

                                          Mariane Andrea Castro Villalobos, 
                                                             Secretaria a. í. 
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